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Honorable Cámara de Diputados:





A S.E. EL 

PRESIDENTE

DE LA H. 

CAMARA DE

DIPUTADOS.

Tengo el honor de someter a vuestra consideración un proyecto de ley que tiene por objeto conceder una asignación de modernización y otros beneficios.



Este proyecto obedece a un análisis con la Agrupación Nacional de Empleados Fiscales. Refleja, por una parte, la práctica de diálogo que ha caracterizado las relaciones entre el Gobierno y los trabajadores del Sector Público, y por la otra, el propósito de perfeccionar progresivamente las bases de modernización del Estado y de la gestión institucional y fortalecer y dignificar la función pública,.



La asignación de modernización que otorga el presente proyecto de ley, corresponderá a los trabajadores de las instituciones regidas por las normas remuneracionales del decreto ley Nº 249, de 1974; del Servicio de Impuestos Internos; de la Dirección del Trabajo; y la Superintendencia de Electricidad y Combustibles. Estos órganos no tienen leyes particulares respecto de materias similares a la asignación de modernización, o proyectos de ley en trámite sobre la materia. Por eso, respecto de ellos, el proyecto busca reducir las diferencias remuneracionales que se producirían con otros trabajadores del Sector Público.



Asimismo, se otorgan otros beneficios adicionales a un sector más amplio de funcionarios, tales como indemnizaciones por retiro, bonificación adicional al bono de escolaridad, aporte a los servicios de bienestar, etc., que constituyen otros mejoramientos de sus ingresos, que vienen a dignificar la labor de los trabajadores que se desempeñan en el sector público.



Para el logro de estos objetivos, el proyecto consta de 8 artículos permanentes y 5 artículos transitorios.





1)	El artículo 1º concede una asignación de modernización al personal de planta y a contrata de las entidades a que se refiere el artículo 2º de esta ley.



Cabe señalar que los montos que los funcionarios perciban por este concepto no serán considerados remuneraciones para ningún efecto legal y, en consecuencia, no serán imponibles. No obstante, para fines tributarios, se considerarán rentas del número 1 del artículo 42 de la Ley Sobre Impuesto a la Renta. Para estos efectos, la cantidad pagada en cada cuota se considerará devengada por partes iguales en cada mes del trimestre calendario respectivo.



Coherentemente con los criterios de excelencia funcionaria impulsados por el Supremo Gobierno, para tener derecho a este beneficio, los funcionarios deberán, necesariamente, estar calificados en Lista Nº 1, de Distinción o en Lista Nº 2, Buena. Precisamente uno de los propósitos fundamentales en política de personal, consiste en perfeccionar substancialmente los sistemas de calificaciones, de manera que reflejen efectivamente el desempeño funcionario y permitan el otorgamiento de estímulos de carácter monetario. Para estos efectos, el Gobierno ha encargado a sus organismos técnicos la revisión y perfeccionamiento de estos sistemas.



La asignación será pagada a los funcionarios en servicio a la fecha de pago, en cuatro cuotas, en los meses de abril, junio, septiembre y diciembre de cada año. El monto a pagar en cada cuota será equivalente al valor acumulado en el trimestre respectivo, como resultado de la aplicación mensual de esta asignación.



2)	El artículo 2º establece el ámbito de la asignación de modernización, preceptuando que corresponderá a los trabajadores de las instituciones regidas por las normas remuneracionales del decreto ley Nº 249, de 1974; del Servicio de Impuestos Internos; de la Dirección del Trabajo; y de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles.



Sin embargo, por las razones ya expuestas, no corresponderá esta asignación a los trabajadores de las entidades mencionadas en la ley Nº 19.490; al personal civil de los Servicios de Sanidad de las Fuerzas Armadas, regidos por el decreto ley Nº 249, de 1974; del Servicio Nacional de Aduanas; del Ministerio de Obras Públicas, sus servicios dependientes y el Instituto Nacional de Hidráulica; del Consejo de Defensa del Estado y de la Comisión Chilena de Energía Nuclear. Tampoco corresponderá esta asignación a los funcionarios afectos a la ley Nº 15.076.



3)	El artículo 3º dispone que la asignación de modernización contendrá los siguientes sumandos : un componente general, un incremento por desempeño institucional, y un incremento por desempeño individual.



Esta asignación tiene un carácter único, aunque esté formada por diversos elementos, pero que concurren a incentivar la modernización de los servicios públicos, ya que procuran el cumplimiento eficiente y eficaz de los objetivos de estas entidades y un desempeño individual acorde con las metas institucionales. Por lo anterior, los dos primeros artículos contienen normas generales para los tres componentes de esta asignación.



4)	El artículo 4º enumera los estipendios sobre los cuales se aplicará esta asignación, atendiendo a que se trata de remuneraciones propiamente tales, y según corresponda al sistema de remuneraciones de que se trate en cada caso.



Los artículos 5º, 6º y 7º tratan sobre los componentes de la asignación de modernización:



5)	El artículo 5º estatuye que el componente general favorecerá a todo el personal de planta y a contrata, y, durante el año 1998, su porcentaje será de 5,5% sobre las remuneraciones mencionadas en el artículo 4º. A contar del 1º de enero de 1999, dicho porcentaje será de 6%.



6)	El artículo 6º preceptúa que el incremento por desempeño institucional se concederá a contar del 1º de enero de 1999 y dependerá de la ejecución eficiente y eficaz de los programas de gestión de los servicios, dando así aplicación efectiva a los principios generales que regulan la acción de la Administración del Estado.



El cumplimiento de las metas del año precedente dará derecho a los funcionarios del servicio respectivo a un incremento del 3% de la suma de las remuneraciones indicadas en el artículo 4º que correspondan, siempre que la institución en que laboren haya cumplido el 90% o más de las metas anuales que se le haya fijado. Si dicho cumplimiento sólo ha sido de entre un 75% y menos del 90%, el porcentaje de esta bonificación será de un 1,5%.



Se deja a la norma reglamentaria, que emanará de los Ministerios del Interior, Hacienda y Secretaría General de la Presidencia, el establecimiento de los mecanismos de control y evaluación de las metas; la forma de medir y ponderar los distintos elementos o indicadores a considerar; la manera de determinar los distintos porcentajes de este incremento; los procedimientos y el calendario de elaboración, fijación y evaluación de las metas a alcanzar, y toda otra norma necesaria para la adecuada concesión de este beneficio. 



En dicho reglamento se dispondrá la creación, composición y forma de funcionamiento de un Comité Técnico de las Secretarías de Estado antes mencionadas, que efectuará los análisis técnicos y proposiciones necesarios al efecto de velar por una adecuada aplicación de las normas que establezca el reglamento.



Para los efectos de este artículo, el Jefe Superior de cada Servicio propondrá anualmente al Ministro del que dependa o con el que se relacione, un programa de mejoramiento de la gestión del Servicio, el cual especificará metas de eficiencia institucional y de calidad de los servicios proporcionados a los usuarios. El Ministro del ramo, conjuntamente con los de Interior, de Hacienda y Ministro Secretario General de la Presidencia, mediante decreto supremo, fijará, particularmente para el referido servicio, usando como antecedente el programa de mejoramiento, las metas a alcanzar en el año respectivo.



Mediante un decreto supremo del Ministro del ramo, suscrito, además, por el Ministro de Hacienda, se determinará el porcentaje de cumplimiento de las metas para cada año. 



Cabe subrayar el hecho que el incremento por desempeño institucional, según los porcentajes que corresponda, beneficiará a todo el personal de los servicios que hayan alcanzado sus metas, conforme al grado de cumplimiento de ellas.



7)	El Artículo 7º estatuye que el incremento por desempeño individual se concederá a partir del 1º de enero de 1999.



Este incremento es un estímulo para el funcionario, que incidirá en la eficacia de los sistemas de evaluación, cumpliendo de manera efectiva y práctica con lo dispuesto en el artículo 27 del Estatuto Administrativo, el cual señala que "el sistema de calificación tendrá por objeto evaluar el desempeño y las aptitudes de cada funcionario, atendidas las exigencias y características de su cargo, y servirá de base para el ascenso, los estímulos y la eliminación del servicio". 



El incremento a que se refiere este artículo será equivalente a los porcentajes que indica, calculados sobre la suma de las remuneraciones señaladas en el artículo 4º, que correspondan, conforme a tramos decrecientes según la evaluación de los funcionarios.



Las restantes normas de este artículo regulan, fundamentalmente, lo referido a la época de percepción de este beneficio, extensión del mismo a los funcionarios que conserven la calificación del año anterior y la situación del beneficiario que, por ascenso o cualquier otro motivo, cambiare de grado con posterioridad al afinamiento del proceso calificatorio.



Se establece un precepto de gran importancia práctica, al disponerse que en caso de producirse empate en los puntajes de calificación entre varios funcionarios de una misma planta, y cuando ello impida determinar el porcentaje del beneficio que corresponde a cada funcionario, la junta calificadora respectiva dirimirá dichos empates.



Finalmente, se dispone que un reglamento, que deberá ser suscrito por los Ministros del Interior, de Hacienda y Ministro Secretario General de la Presidencia, establecerá las normas necesarias para la adecuada aplicación del precepto contenido en este artículo.



8)	En otro orden de ideas, el artículo 8º preceptúa que la asignación establecida en el artículo 17 de la ley Nº 18.091 se aplicará, a contar del 1º de enero de 1998, al personal de la Superintendencia de Seguridad Social y se determinará en igual forma, para cuyo efecto, el Superintendente deberá informar anualmente al Ministerio de Hacienda sobre esta materia. Por otra parte, se establecen normas de estímulo a la idoneidad funcionaria, mediante una bonificación que se regula detalladamente.



El gasto que represente esta bonificación se hará con cargo a los recursos con que la Superintendencia financia anualmente sus remuneraciones.



Mediante esta norma, se otorga a este servicio un tratamiento similar a los que pertenecen a su mismo sistema de remuneraciones.



9)	Su artículo 1º transitorio otorga, durante los años 1998 y 1999, el derecho a la indemnización establecida en el artículo 148 de la ley Nº 18.834, a los funcionarios de carrera de los servicios y entidades mencionados en los incisos primero y segundo del artículo 2º de esta ley, con ciertas excepciones, que hayan cumplido 65 años de edad, si son hombres, y 60 años de edad, si son mujeres, y que reúnan los requisitos para obtener jubilación, pensión o renta vitalicia en un régimen previsional, que presentaren la renuncia voluntaria a sus cargos.



Durante 1998 dicha renuncia voluntaria deberá presentarse en el curso del primer cuatrimestre de ese año, para hacerla efectiva durante el segundo semestre del mismo .



El monto de esta indemnización podrá incrementarse para aquellos funcionarios cuya jubilación o pensión no se calcule en base a su última remuneración imponible asignada al empleo en que jubilaren, por aplicación de lo dispuesto en el artículo 132 del D.F.L. Nº 338, de 1960, u otras normas que otorguen similar derecho en el antiguo régimen de pensiones.



Dicha indemnización y su incremento tienen por objeto incentivar los retiros voluntarios de parte de funcionarios que pueden acogerse a jubilación en razón de su edad y que no ejercitan este derecho por la merma que se produce en sus ingresos al hacer uso de él.



Este beneficio sólo podrá concederse a 1.000 funcionarios, por razones presupuestarias, durante el año 1998. El monto mínimo de indemnización que podrá obtenerse por este concepto es de 6 meses de indemnización, un máximo de 10. En la práctica, la indemnización promedio alcanzará a 8 meses.



Por otra parte, el inciso cuarto de este artículo dispone que, durante el año 1999, la autoridad llamada a hacer el nombramiento podrá declarar vacante el cargo servido por funcionarios de carrera que cumplan con las exigencias de edad del inciso primero y que reúnan los requisitos para obtener jubilación, pensión o renta vitalicia en un régimen previsional. Esta facultad sólo podrá ejercerse respecto de aquellos funcionarios que tengan derecho a que el monto de sus pensiones sea calculado sobre la base de las últimas remuneraciones imponibles asignadas al empleo en que jubilaren, por aplicación de lo dispuesto en el artículo 132 del D.F.L. Nº 338, de 1960.



Estos funcionarios tendrán derecho a la indemnización establecida en el artículo 148 de la ley Nº 18.834. En este caso no se concede el incremento, toda vez que, como se ha dicho, se aplica sólo a aquellos funcionarios que tengan derecho a que el monto de sus pensiones sea calculado sobre la base de la última remuneración imponible asignada al empleo en que jubilaren. Esto constituye, por otra parte, una garantía para el sector más desprotegido al limitarse la facultad de la autoridad para declarar vacantes cargos de carrera. 



Regulando esta indemnización, se dispone que los funcionarios que cesen en sus cargos por aplicación de lo dispuesto en este artículo, no podrán ser nombrados ni contratados, ya sea a contrata o sobre la base de honorarios, en la misma entidad o servicio, durante los cinco años siguientes al término de su relación laboral, a menos que previamente devuelvan la indemnización percibida, expresada en unidades de fomento con más el interés corriente para operaciones reajustables.



El plan de retiro que dispone esta norma posibilitará, además, ascensos de funcionarios de carrera que por muchos años no han podido ejercer este derecho debido a la prolongada permanencia en sus cargos de sus titulares. Esta situación, como ya se ha dicho, deriva de la merma de ingresos que se produce al jubilar y que de algún modo esta indemnización pretende compensar.



10)	Su artículo 2º concede a los trabajadores de las entidades mencionadas en los incisos primero y segundo del artículo 2º de esta ley, en los años 1998 y 1999, que se desempeñen en las Décimo Primera y Décimo Segunda Regiones y en localidades aisladas altiplánicas de la Primera Región, una asignación no imponible de $ 120.000 anuales, que se pagará en cuatro cuotas iguales. Dicho monto se reajustará en el mismo porcentaje del reajuste general para el sector público que se acuerde en el año 1997.



Este beneficio apunta a favorecer a un sector de trabajadores que por razones geográficas y de aislamiento se encuentra más desprotegido que el resto de los funcionarios del país.



11)	Su artículo 3º otorga una bonificación adicional al bono de escolaridad para los años 1998 y 1999 a los trabajadores de los servicios expresados en los incisos primero y segundo del artículo 2º de esta ley, de $ 10.000 por cada hijo que cause este derecho, cuando, a la fecha de pago del bono, los funcionarios tengan una remuneración bruta igual o inferior a $ 200.000 mensuales, la que se pagará con la primera cuota del bono de escolaridad respectivo y se someterá en lo demás a las reglas que se dicten para dicho bono.



12)	Su artículo 4º incrementa, durante los años 1998 y 1999, los aportes a los servicios de bienestar de las entidades mencionadas en el decreto ley Nº 249, de 1974, que se encuentren comprendidas en los incisos primero y segundo del artículo 2º de esta ley, en un 10% del valor que corresponda, al 1º de enero de 1998 o al 1º de enero de 1999, respectivamente, al aporte máximo a que se refiere el artículo 23 del decreto ley Nº 249, de 1974, siempre que ellas no gocen de los beneficios especiales de salud establecidos en la ley Nº 19.086.



13)	Finalmente, su artículo 5º señala el financiamiento del mayor gasto fiscal que representa la aplicación de esta ley.



En consecuencia, tengo el honor de someter a vuestra consideración, para ser tratado en la actual Legislatura, Extraordinaria, de Sesiones del Congreso Nacional, con urgencia en todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en el H. Senado,- la que, de conformidad con los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congre�so Nacional, califico de "suma" el siguiente















P R O Y E C T O  D E  L E Y:













"Artículo 1º.-	Concédese una asignación de modernización al personal de planta y a contrata de las entidades a que se aplica el artículo 2º de esta ley.



	La asignación será pagada a los funcionarios en servicio a la fecha de pago, en cuatro cuotas, en los meses de abril, junio, septiembre y diciembre de cada año. El monto a pagar en cada cuota, será equivalente al valor acumulado en el trimestre respectivo, como resultado de la aplicación mensual de esta asignación.



	Los montos que los funcionarios perciban por este concepto, no serán considerados remuneraciones para ningún efecto legal y, en consecuencia, no serán imponibles. No obstante, para fines tributarios, se considerarán rentas del número 1 del artículo 42 de la Ley Sobre Impuesto a la Renta. Para estos efectos, se entenderá que la cantidad pagada en cada cuota se ha devengado por partes iguales en cada mes del trimestre calendario respectivo.



	Para tener derecho a este beneficio, los funcionarios deberán, necesariamente, estar calificados en Lista Nº 1, de Distinción o en Lista Nº 2, Buena.



	Los funcionarios con derecho a percibir este beneficio que sean sancionados con alguna medida disciplinaria, serán excluidos de su pago, a contar de la aplicación de la sanción y por el lapso que reste para completar el período anual respectivo.





Artículo 2º.-	La asignación establecida en el artículo anterior, corresponderá a los trabajadores de las instituciones regidas por las normas remuneracionales del decreto ley Nº 249, de 1974; del Servicio de Impuestos Internos; de la Dirección del Trabajo; y de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles.



	Sin embargo, no corresponderá esta asignación a los trabajadores de las entidades mencionadas en la ley Nº 19.490; al personal civil de los Servicios de Sanidad de las Fuerzas Armadas, regidos por el decreto ley Nº 249, de 1974; del Servicio Nacional de Aduanas; del Ministerio de Obras Públicas, sus servicios dependientes y del Instituto Nacional de Hidráulica; del Consejo de Defensa del Estado y de la Comisión Chilena de Energía Nuclear.



	Tampoco corresponderá esta asignación a los funcionarios afectos a la ley Nº 15.076.





Artículo 3º.-	La asignación de modernización contendrá los siguientes sumandos:



	a)	Un componente general, a que se refiere el artículo 5º de esta ley;



	b)	Un incremento por desempeño institucional, que se regirá por las normas del artículo 6º de esta ley; y



	c)	Un incremento por desempeño individual, según lo que expresa el artículo 7º de esta ley.





Artículo 4º.-	El monto de esta asignación de modernización se determinará aplicando los porcentajes que se señalan en los artículos 5º, 6º y 7º sobre los siguientes estipendios, según corresponda:



	a)	Sueldo base;

	b)	Asignación del artículo 19 de la ley Nº 19.185; en las modalidades de cálculo a que se refieren ambos incisos de esta disposición;

	c)	Asignación del artículo 10 del D.L. Nº 924, de 1975;

	d)	Asignación del artículo 5º del D.L. Nº 2.964, de 1979.

	e)	Asignación establecida por los artículos 17 y 18 de la ley Nº 19.185, en las modalidades de ambos incisos de esta última disposición.

	f)	Asignación del artículo 43 de la ley Nº 19.269;

	g)	Asignación del artículo 11 de la ley Nº 19.041;

	h)	Asignación del artículo 6º del decreto ley Nº 3.551, de 1980;

	i)	Asignación del artículo 4º de la ley Nº 18.717;

	j)	Asignación del artículo 6º del decreto ley Nº 1.770, de 1977; y

	k)	Asignación del decreto ley Nº 1.166, de 1975, en relación con el artículo 19 letra a) del D.F.L. Nº 1, de 1994, del Ministerio de Hacienda.





Artículo 5º.-	El componente general a que se refiere la letra a) del artículo 3º, favorecerá a todo el personal de planta y a contrata, y, durante el año 1998, su porcentaje será de 5,5% sobre las remuneraciones mencionadas en dicho artículo. A contar del 1º de enero de 1999, dicho porcentaje será de 6%.





Artículo 6º.-	El incremento por desempeño institucional se concederá a contar del 1º de enero de 1999 y dependerá de la ejecución eficiente y eficaz de los programas de gestión de los servicios.



	El cumplimiento de las metas del año precedente, dará derecho a los funcionarios del servicio respectivo, a un incremento del 3% de la suma de las remuneraciones indicadas en el artículo 4º que correspondan, siempre que la institución en que laboren haya cumplido el 90% o más de las metas anuales que se le haya fijado. Si dicho cumplimiento sólo ha sido de entre un 75% y menos del 90%, el porcentaje de esta bonificación será de un 1,5%.



	Un reglamento, que será aprobado por decreto supremo emanado de los Ministerios del Interior, Hacienda y Secretaría General de la Presidencia, establecerá los mecanismos de control y evaluación de las metas; la forma de medir y ponderar los distintos elementos o indicadores a considerar; la manera de determinar los distintos porcentajes de este incremento; los procedimientos y el calendario de elaboración, fijación y evaluación de las metas a alcanzar, y toda otra norma necesaria para el adecuado otorgamiento de este beneficio. En este reglamento se dispondrá, además, la creación, composición y forma de funcionamiento de un Comité Técnico de las Secretarías de Estado antes mencionadas, que efectuará los análisis técnicos y proposiciones necesarios para velar por una adecuada aplicación de las normas que establezca el reglamento.

	Para los efectos de este artículo, el Jefe Superior de cada Servicio propondrá anualmente al Ministro del que dependa o con el que se relacione, un programa de mejoramiento de la gestión del Servicio, el cual especificará metas de eficiencia institucional y de calidad de los servicios proporcionados a los usuarios. Dicho Ministro, conjuntamente con los de Interior, de Hacienda y Ministro Secretario General de la Presidencia, mediante decreto supremo, fijará, usando como antecedente el referido programa de mejoramiento, las metas a alcanzar en cada año.



	El porcentaje de cumplimiento de éstas será determinado anualmente mediante un decreto supremo del Ministro del ramo, suscrito, además, por el Ministro de Hacienda.



	El incremento por desempeño institucional, según los porcentajes que corresponda y cumpliéndose con los requisitos del artículo 1º, beneficiará a todo el personal de los servicios que hayan alcanzado sus metas, conforme al grado de cumplimiento de ellas.



Artículo 7º.-	El incremento a que se refiere la letra c) del artículo 3º se concederá a partir del 1º de enero de 1999 y se regulará por las normas que se pasan a expresar :



	a)	Será equivalente a los siguientes porcentajes calculados sobre la suma de las remuneraciones señaladas en el artículo 4º, que correspondan, conforme a los siguientes tramos decrecientes:



		i)	4% para el treinta y tres por ciento de los funcionarios de planta y a contrata mejor evaluados, separadamente, por la Junta Calificadora Central o por cada una de las Juntas Calificadoras Regionales o por varias de ellas conjuntamente;



		ii)	2% para los funcionarios que les sigan en orden descendente de evaluación, hasta completar el 66% de los mejor evaluados respecto de cada planta, según la forma señalada en la letra i) precedente.



	b)	Los funcionarios beneficiarios de este incremento sólo tendrán derecho a percibirlo durante el año inmediatamente siguiente al del respectivo proceso calificatorio.



	c)	Para estos efectos se considerará el resultado de las calificaciones que hayan obtenido los funcionarios, de conformidad con las normas que las rigen.



	d)	Tendrán derecho a este incremento no sólo los funcionarios calificados en el respectivo período, sino también los que, en virtud de las normas estatutarias que los rigen, conserven la calificación del año anterior.



	e)	El Jefe Superior del Servicio, los miembros de la Junta Calificadora Central, los delegados del personal ante las juntas calificadoras y los directores de las asociaciones de funcionarios tendrán derecho, por concepto de este beneficio, a un 4% de la suma de remuneraciones de las señaladas en el artículo 4º que correspondan.



	Los beneficiarios a que se refiere esta letra no serán considerados para computar el 66% de los funcionarios señalados en la letra a) de este artículo.



	f)	El beneficiario que, por ascenso o cualquier otro motivo, cambiare de grado con posterioridad al afinamiento del proceso calificatorio, percibirá el incremento en relación a las remuneraciones que estaba percibiendo en el cargo en que fue calificado, sin perjuicio de los reajustes legales de remuneraciones que pudieren corresponderle.



	g)	En caso de producirse empate en los puntajes de calificación entre varios funcionarios de una misma planta, y cuando ello impida determinar el porcentaje del beneficio que corresponde a cada funcionario, la junta calificadora respectiva dirimirá dichos empates, y



	h)	Un reglamento, que deberá ser suscrito por los Ministros del Interior, de Hacienda y Ministro Secretario General de la Presidencia, establecerá las normas de desempate en casos de igual evaluación, los mecanismos de reclamación de los funcionarios cuando estimen afectado su derecho a este incremento y las demás disposiciones necesarias para la cabal aplicación de este artículo, entre otras, las que deban establecerse para resolver las dificultades que, en relación con el beneficio que se regula, puedan derivarse de la confección tardía de los escalafones de los servicios.





Artículo 8º.-	La asignación establecida en el artículo 17 de la ley Nº 18.091 se aplicará, a contar del 1º de enero de 1998, al personal de la Superintendencia de Seguridad Social y se determinará en igual forma. Para este efecto, el Superintendente deberá informar anualmente al Ministerio de Hacienda sobre esta materia.



	Con cargo a esta asignación el personal de planta y a contrata de la Superintendencia podrá percibir una bonificación de estímulo por desempeño funcionario, no imponible, la que se regulará por las normas que se pasan a expresar :



	a)	La bonificación se pagará anualmente al 25% de los funcionarios pertenecientes o asimilados a las plantas y grados de Directivos, Profesionales y Fiscalizadores de mejor desempeño en el año anterior;



	b)	Para estos efectos, se considerará el resultado de las calificaciones que hayan obtenido los funcionarios, de conformidad con las normas que los rigen en esta materia;



	c)	Los montos que se paguen por concepto de esta bonificación no podrán exceder de una cuarta parte de los porcentajes fijados anualmente por decreto supremo del Ministerio de Hacienda en cumplimiento de lo establecido en el inciso segundo del artículo 17 de la ley Nº 18.091, y se determinarán en dicho acto administrativo. En el mismo decreto supremo se fijará el porcentaje a percibir por los funcionarios que no hayan sido objeto de calificación en atención a su participación en el proceso calificatorio, los que no se considerarán para los efectos del límite establecido en la letra a) precedente.



	d)	Los montos que se fijen de conformidad con la letra anterior, sumados a los que corresponda pagar por concepto de la asignación mensual a que se refiere el artículo 17 de la ley Nº 18.091, no podrán exceder, en ningún caso, del porcentaje máximo que establece el inciso segundo de dicha disposición;



	e)	Los funcionarios beneficiarios de la bonificación sólo tendrán derecho a percibirla durante los doce meses siguientes al término del respectivo proceso calificatorio;



	f)	La bonificación será pagada a los funcionarios en servicio a la fecha de pago, en cuatro cuotas trimestrales. El monto a pagar en cada cuota será equivalente al valor acumulado en el trimestre respectivo;



	g)	Para efectos tributarios se entenderá que la cantidad pagada en cada cuota se ha devengado por partes iguales en cada mes del trimestre calendario respectivo; y



	h)	El gasto que represente esta bonificación se hará con cargo a los recursos con que la Superintendencia financia anualmente sus remuneraciones.





Disposiciones transitorias



Artículo 1º.-	Los funcionarios de carrera de los servicios y entidades mencionados en los incisos primero y segundo del artículo 2º, con excepción del personal civil de los Servicios de Sanidad de las Fuerzas Armadas, regidos por el decreto ley Nº 249, de 1974; del Servicio Nacional de Aduanas y de la Comisión Chilena de Energía Nuclear, que hayan cumplido 65 años de edad, si son hombres, y 60 años de edad, si son mujeres, y que reúnan los requisitos para obtener jubilación, pensión o renta vitalicia en un régimen previsional, que durante el curso del primer cuatrimestre de 1998 presentaren la renuncia voluntaria a sus cargos para hacerla efectiva durante el segundo semestre de dicho año, tendrán derecho a la indemnización establecida en el artículo 148 de la ley Nº 18.834. 



	El monto de esta indemnización podrá incrementarse para aquellos funcionarios cuya jubilación o pensión no se calcule en base a su última remuneración imponible asignada al empleo en que jubilaren.



	El incremento referido en el inciso anterior será de hasta cuatro meses de las remuneraciones indicadas sobre el beneficio mencionado, atendiendo a criterios de edad, género y nivel de remuneraciones. 



	Sin embargo, estos beneficios por renuncia voluntaria sólo podrán concederse a 1.000 funcionarios durante el año 1998. Durante el año 1999, no habrá limitaciones en la cantidad de funcionarios para la obtención de las indemnizaciones que corresponda, siempre que cumplan con los requisitos que establece este artículo.



	Durante el año 1999, la autoridad llamada a hacer el nombramiento podrá declarar vacante el cargo servido por funcionarios de carrera que cumplan con las exigencias de edad a que se refiere el inciso primero y que reúnan los requisitos para obtener jubilación, pensión o renta vitalicia en un régimen previsional. 



	La facultad anterior sólo podrá ejercerse respecto de aquellos funcionarios que tengan derecho a que el monto de sus pensiones sea calculado sobre la base de la última remuneración imponible asignada al empleo en que jubilaren, por aplicación de lo dispuesto en el artículo 132 del D.F.L. Nº 338, de 1960, en relación con el artículo 14 transitorio de la ley Nº 18.834, o en otras normas que otorguen similar derecho.



	Los funcionarios a quienes se declare la vacancia de sus cargos en conformidad con los incisos precedentes, tendrán derecho a la indemnización establecida en el inciso primero de este artículo.



	Mediante un decreto con fuerza de ley, emanado conjuntamente de los Ministerios del Interior y de Hacienda, se establecerán normas regulatorias de los criterios a que se refiere el inciso segundo de este artículo y la forma en que se dispondrá la precedencia para la obtención de las indemnizaciones por renuncia voluntaria entre las 1.000 personas que podrán optar a ellas, durante el año 1998.



	Los funcionarios que cesen en sus cargos por aplicación de lo dispuesto en este artículo, no podrán ser nombrados ni contratados, ya sea a contrata o sobre la base de honorarios, en la misma entidad o servicio, durante los cinco años siguientes al término de su relación laboral, a menos que previamente devuelvan la indemnización percibida, expresada en unidades de fomento más el interés corriente para operaciones reajustables.





Artículo 2º.-	Concédese a los trabajadores de las entidades mencionadas en los incisos primero y segundo del artículo 2º de esta ley, en los años 1998 y 1999, que se desempeñen en las Décimo Primera y Décimo Segunda Regiones y en localidades altiplánicas de la Primera Región, una asignación no imponible de $ 120.000 anuales, que se pagará en cuatro cuotas iguales, las que vencerán el día 1º de los meses de marzo, junio, septiembre y diciembre de los años referidos. Dicho monto se reajustará en el mismo porcentaje del reajuste general para el sector público que se acuerde en el año 1997.



	Mediante un decreto con fuerza de ley, emanado del Ministerio de Hacienda, se determinará las localidades altiplánicas de la Primera Región a las que se otorgará el beneficio que contempla este artículo, previa consulta a los organismos técnicos competentes.





Artículo 3º.-	Concédese una bonificación adicional al bono de escolaridad que otorgue la ley para los años 1998 y 1999 a los trabajadores de los servicios expresados en los incisos primero y segundo del artículo 2º de esta ley, de $ 10.000 por cada hijo que cause este derecho, cuando, a la fecha de pago del bono, los funcionarios tengan una remuneración bruta igual o inferior a $ 200.000 mensuales, la que se pagará con la primera cuota del bono de escolaridad respectivo y se someterá en lo demás a las reglas que se dicten para dicho bono.



Artículo 4º.-	Otórgase, durante los años 1998 y 1999, un aporte extraordinario a los servicios mencionados en el decreto ley Nº 249, de 1974, que se encuentren comprendidos en los incisos primero y segundo del artículo 2º de esta ley, que ascenderá a un 10% sobre el valor que corresponda, al 1º de enero de 1998 o al 1º de enero de 1999, respectivamente, al aporte máximo a que se refiere el artículo 23 del decreto ley Nº 249, de 1974, para las entidades que no gocen de los beneficios especiales de salud establecidos en la ley Nº 19.086.





Artículo 5º.-	El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley se financiará con los recursos que se contemplen en los presupuestos de las diversas entidades a que ella se refiere, y, en lo que no alcanzare, con cargo a aquellos que se consulten en la Partida Presupuestaria Tesoro Público del año correspondiente.".
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